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INFORME No. 158/10
PETICIÓN 167-99

INADMISIBILIDAD
MIEMBROS DEL SINDICATO DE OBREROS DE 
UNIÓN PRODUCTORES DE LECHE S.A.

PERÚ

1 de noviembre de 2010
I. RESUMEN

1. El 8 de abril de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el Sindicato de Obreros de Unión Productores de Leche S.A. y el Centro de Asesoría Laboral del Perú (CEDAL)
 [en adelante "los peticionarios"] en favor de 235 ex trabajadores de la empresa Unión Productores de Leche S.A. (en adelante “las presuntas víctimas”)
, en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "Estado peruano" o "Estado") por la presunta violación del derecho protegido en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”). Los peticionarios afirmaron que entre 1988 y 1991 varios juzgados laborales de la ciudad de Lima ordenaron a la empresa Unión Productores de Leche S.A. reponer a las presuntas víctimas a sus puestos de trabajo y efectuar el pago de indemnizaciones. Indicaron que ante la negativa de la empresa en reincorporarlos, fueron emitidas nuevas resoluciones judiciales de liquidación de beneficios sociales por despido arbitrario. Alegaron que a través de prácticas dilatorias durante el proceso de ejecución de sentencia, la constitución de nuevas empresas y la transferencia fraudulenta de patrimonio a personas físicas y jurídicas, Unión Productores de Leche S.A. se evadió de cumplir las obligaciones dispuestas en sentencias firmes, sin que los juzgados que las emitieron hubiesen adoptado las medidas necesarias para garantizar su eficacia. 
2. El Estado sostuvo que la falta de cumplimiento integral de las sentencias a favor de las presuntas víctimas se debió a la insolvencia de Unión Productores de Leche S.A., y no a un actuar irregular de los órganos de la jurisdicción interna. En este sentido, afirmó que los hechos narrados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a disposiciones de la Convención Americana y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud del artículo 47.b) y c) del citado instrumento. Manifestó que los peticionarios no proporcionaron información sobre los recursos judiciales que indicaron haber sido interpuestos por la totalidad de las presuntas víctimas, y solicitó que la petición fuese declarada inadmisible en virtud del artículo 46.1.a) de la Convención.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible en virtud de los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. El 8 de abril de 1999 la CIDH recibió la petición y le asignó el número 167-99. Los peticionarios enviaron comunicaciones adicionales el 3 de mayo de 2000, 26 de febrero de 2001, 10 de septiembre de 2003, 5 y 17 de enero de 2004. El 11 de agosto de 2006 las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado, otorgándole el plazo de 2 meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. 
5. El 21 de diciembre de 2006 el Estado presentó su respuesta y el 16 de enero de 2007 remitió los anexos respectivos. Tras esa fecha, los peticionarios presentaron información adicional el 19 de diciembre de 2008, 2 de febrero y 24 de junio de 2009. El 21 de abril de 2010 los peticionarios remitieron a la CIDH una comunicación dirigida al Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la cual solicitaron que su reclamo fuese declarado admisible. El Estado peruano presentó escritos adicionales el 30 de abril, 12 de junio y 21 de julio de 2009.

6. El 3 de diciembre de 2009 la CIDH solicitó a los peticionarios que enviaran información actualizada en el plazo de un mes. Hasta la fecha de aprobación del presente informe los peticionarios no habían proporcionado la información requerida.   

III. POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
7. Afirmaron que el 26 de octubre de 1988 fueron despedidos 235 trabajadores de la empresa Unión Productores de Leche S.A., sin observarse los requisitos previstos en la legislación laboral peruana. Alegaron que dichos trabajadores presentaron acciones judiciales exigiendo su reposición y el pago de beneficios devengados. Indicaron que todas las acciones fueron declaradas fundadas por juzgados laborales de Lima, entre 1988 y 1991, pero que Unión Productores de Leche (en adelante también “la empresa demandada”) se rehusó a readmitir las presuntas víctimas. Según lo alegado, a comienzos de 1990 fue creada la Empresa Multi Industriales S.A., supuestamente con el mismo patrimonio, maquinaria, logotipos y actividad de la empresa demandada.

8. Los peticionarios señalaron que debido a la imposibilidad de lograr su reposición laboral, las presuntas víctimas requirieron la liquidación de beneficios sociales por despido arbitrario y que esos fuesen cobrados solidariamente a la empresa Multi Industriales S.A. Se indica que entre agosto de 1995 y diciembre de 1996 dicha solicitud fue declarada con lugar por los diferentes juzgados laborales de Lima a cargo de la ejecución de las sentencias dictadas entre 1988 y 1991. 

9. Los peticionarios narraron transferencias de propiedades por la empresa demandada a terceros, las cuales sostuvieron configurar un fraude contra acreedores. Indicaron que durante el proceso de ejecución de las sentencias laborales Unión Productores de Leche S.A. interpuso varios recursos de contestación, observación, apelación y nulidad, con el propósito de dilatar o impedir el pago de sus deudas.

10. Los peticionarios señalaron que con posterioridad a las resoluciones adoptadas entre agosto de 1995 y diciembre de 1996 los propietarios de la Empresa Multi Industriales S.A. crearon otras sociedades tales como Mapache Internacional y Explotadora Industrial S.A., y que las presuntas víctimas requirieron fuesen declaradas deudoras solidarias de Unión Productores de Leche S.A. Indicaron que los órganos de la jurisdicción laboral desestimaron esas solicitudes en base a que tales empresas poseían personalidad jurídica y patrimonio propios, sin que operara la sucesión de obligaciones. Según los peticionarios, dichos fundamentos desconocen normas de derecho interno que establecen el carácter persecutorio y preferencial de los beneficios sociales frente a cualquier otro crédito. 

11. Los peticionarios adjuntaron la copia de sentencias dictadas por juzgados y tribunales laborales de Lima con relación a 33 presuntas víctimas, sin especificar las resoluciones eventualmente adoptadas a lo largo de los procesos de ejecución respectivos. Indicaron que “solo se han dado cumplimientos parciales en el caso de 6 de [las presuntas víctimas], mientras que los otros restantes continúan intentando lograr la ejecución de la sentencia que los favorecía”. Finalmente, argumentaron que el Estado peruano “no [ha] proveído recursos eficaces que permitan lograr el cumplimiento de [las] sentencias que amparaban los derechos laborales de [las presuntas víctimas]“, lo cual concluyeron implicar una violación al derecho consagrado en el artículo 25 de la Convención.   

B. Posición del Estado
12. El Estado describió resoluciones dictadas por juzgados laborales de la ciudad de Lima en procesos de ejecución de sentencias respecto de 16 ex trabajadores de Unión Productores de Leche S.A. y argumentó que en enero de 1996 dichos juzgados emitieron actas de constancia de pagos de indemnización a Nemesio Quispe Canchohuamán, Carlos Milla Egúsquiza, Basilio Huiza Cabrera, Emiliano Casillas Cáceres, Antonio Perfecto Lobatón y Juan Camacho Salazar. Añadió que los mismos juzgados exigieron a Unión Productores de Leche, bajo el riesgo de disponer el embargo y remate de bienes, abonar beneficios sociales a las referidas presuntas víctimas y a Francisco Gómez Quincaño, Augusto Urruchi Hidalgo, Guillermo Casillas Cáceres, Fengencio Bolaños Suárez, Claudio Chambilla Cáceres, Juan Alcides Paisig Vargas, Quintín Sánchez Villafuerte, Félix Huaranga Condezo, Modesto Callalli Etasta y Marcelino Huamán Medina. 

13. El Estado remitió la copia de resoluciones judiciales ordenando la reposición e indemnización a 6 presuntas víctimas, actas de registro de embargo, remate de bienes y realización de informes periciales de liquidación respecto de 16 presuntas víctimas. De acuerdo con las copias de las resoluciones adjuntadas, las mencionadas diligencias judiciales fueron adoptadas en diferentes ocasiones, entre 1990 y 2006. Con base en esa información el Estado sostuvo que los órganos de la jurisdicción laboral 

han emitido diversas resoluciones a fin de ordenar a la Empresa que reponga a los ex trabajadores y, ante el incumplimiento de ello se procedió a ordenar el pago de beneficios sociales, la indemnización especial por despido y devengados […], el embargo y el remate del bien inmueble de la Empresa, así como el embargo de los bienes de la Empresa que se encontraban en otras empresas – tales como la Empresa Explotadora Industrial a fin de hacer efectivos los pagos adeudados a los peticionarios.  

14. El Estado afirmó que los medios previstos en la legislación interna para la ejecución de las sentencias, tales como los embargos y remate de bienes, son recursos eficaces de conformidad con la práctica judicial. Señaló que el retraso en la ejecución de las sentencias no se debió a una acción irregular de los órganos de la jurisdicción interna, sino a la falta de patrimonio suficiente por parte de la empresa demandada.   

15. Por lo anterior, el Estado solicitó a la Comisión que declarara la petición inadmisible en virtud del artículo 47.c) de la Convención. Finalmente, afirmó que los peticionarios han adjuntado sentencias sobre demandas laborales con relación a un número reducido de ex trabajadores de Unión Productores de Leche S.A. y argumentó que la petición debe ser declarada inadmisible respecto de las demás presuntas víctimas por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
16. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana a presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.
17. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.
18. La Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
19. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, dado que en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos protegidos por la Convención Americana.
B.
Agotamiento de los recursos internos y caracterización de los hechos

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b) del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
21. En el presente caso, los peticionarios alegaron el incumplimiento de sentencias dictadas entre 1988 y 1991 en procesos laborales que ordenaron la liquidación de beneficios sociales por parte de la empresa Unión Productores de Leche S.A. a 235 trabajadores cuyo despido fue declarado arbitrario. Argumentaron que a la luz de los artículos 25 y 1.1 de la Convención, el Estado peruano tenía la obligación de hacer cumplir tales sentencias. Del universo de 235 presuntas víctimas, los peticionarios presentaron información específica sobre el resultado de las demandas laborales interpuestas por 33, pero no informaron sobre las resoluciones judiciales adoptadas a lo largo del proceso de ejecución de sentencias y si las presuntas víctimas se encontraban impedidas de requerir la indisponibilidad de parte de los bienes de la empresa Unión Productores de Leche S.A. El 3 de diciembre de 2009 la CIDH les solicitó información sobre los siguientes puntos, sin que se haya recibido respuesta hasta la fecha:
1. si a lo largo del proceso de ejecución de las sentencias laborales existían mecanismos legales o recursos judiciales con la finalidad de requerir la indisponibilidad de bienes de la empresa demandada u otras formas de obtener la solvencia de los valores adeudados;

2. de ser así, favor indicar si las presuntas víctimas invocaron estos mecanismos y detallar los resultados obtenidos […].
22. El Estado afirmó que la petición no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención, y que el alegado incumplimiento de las sentencias laborales descritas por los peticionarios no es atribuible a las autoridades judiciales peruanas, sino a una situación de insolvencia por parte de la empresa demandada. Asimismo, afirmó que los medios previstos en la legislación interna en materia de ejecución contra una entidad privada, tales como los embargos y el remate de bienes, son recursos idóneos y eficaces, pero que en el caso concreto no fueron suficientes para abonar todas las deudas de la empresa demandada por no existir patrimonio suficiente.
23. En casos de alegado incumplimiento de resoluciones judiciales por parte de entidades de derecho público, la CIDH ha sostenido que, a los efectos del requisito de agotamiento de los recursos internos, las presuntas víctimas deben al menos informar al órgano judicial competente sobre la persistencia de esa situación para que, de ser el caso, actúe de conformidad a la ley y adopte las medidas necesarias para que la resolución sea ejecutada. Ese actuar de las presuntas víctimas tiene el propósito de darle oportunidad al Estado de subsanar una alegada vulneración al derecho a la protección judicial antes de que sea conocida por una instancia internacional
.
24. En vista de las circunstancias del presente caso, la CIDH considera que, antes de acudir a esa instancia internacional, correspondía a las presuntas víctimas invocar los mecanismos previstos en la legislación interna en el marco del proceso de ejecución contra la empresa privada Unión Productores de Leche S.A. Este actuar cobra aún más relevancia en vista de la supuesta situación de insolvencia de la empresa demandada, no correspondiendo a la CIDH reemplazar las autoridades de la jurisdicción peruana en la determinación de los efectos de tal situación, orden de prelación u otras medidas ejecutorias que deben ser ventiladas en los procedimientos previstos en la legislación interna pertinente.
25. Si bien los peticionarios alegaron que los juzgados laborales peruanos permitieron que la empresa demandada realizase maniobras fraudulentas con el fin de impedir la ejecución de las sentencias emitidas a favor de las presuntas víctimas, no han indicado y tampoco obra en el expediente que esos hechos hayan sido planteados en el marco de los procesos de ejecución o de otros recursos judiciales. En el mismo sentido, los peticionarios no han explicado si los medios señalados por el Estado peruano como idóneos en el presente caso, tales como el embargo y el remate de bienes, estaban al alcance de las presuntas víctimas y si al requerirlos las autoridades judiciales habrían actuado de forma irregular.
26. En vista de las consideraciones anteriores, la CIDH no cuenta con elementos para evaluar si el alegado incumplimiento de las sentencias dictadas por los órganos de la jurisdicción laboral a favor de las presuntas víctimas entre 1988 y 1991 sería atribuible al Estado peruano.
V.
CONCLUSIONES
27. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición no satisface los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 
1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., el día 1 del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.

� El Centro de Asesoría Laboral del Perú se integró como co-peticionario el 3 de mayo de 2000. 


� La petición original hizo referencia a 235 personas, de las cuales los peticionarios remitieron copias de resoluciones judiciales dictadas entre 1988 y 1991, en acciones laborales interpuestas por 33 ex trabajadores de Unión Productores de Leche S.A: Elías Arellán Obregón, José Oswaldo Sánchez Ballón, Carlos Milla Egúsquiza, José Sangay Ascencio, Francisco Melgravejo Vásquez, Jesús Quispe Sayan, Gregorio Orihuela Vega, Paulino Quispe Carbajal, Melchior Félix Pantoja Mejía, Claudio Chambilla Cáceres, Juan Camacho Salazar, Emiliano Casillas Cáceres, Basilio Huiza Cabrera, Fengencio Bolaños Suárez, Modesto Callalli Etasta, Guillermo Casillas Cáceres, Quintín Sánchez Villafuerte, Juan Alcides Paisig Vargas, Marcelino Huamán Medina, Nemesio Quispe Canchohuamán, Francisco Gómez Quincaño, Félix Huaranga Condezo, Antonio Perfecto Lobatón Antonio, Froilán Venturo Velásquez, Mauro Carbajal Ascarza, Augusto Urruchi Hidalgo, Florencio Sullón Flores, Antonio Torbisco Castañeda, Simeón Huamán Huaihuanahui, Pablo Suclupe Reyes, Pedro Pablo Lázaro Mandujano, Hipólito Rodríguez Cumpitaz y Aurelio Moreno Vivar.


� CIDH, Informe Nº 13/10, Petición 480-00, Perú, Fidel Gutiérrez Gayoso, 16 de marzo de 2010, párr. 35, e Informe Nº 43/09, Petición 1166-05, Perú, Jorge Rafael Valdivia Ruiz, 27 de marzo de 2009, párr. 38.
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